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Este artículo presenta un panorama de la política pública de la malla vial de Bogotá, de 1998 a 
2015. Constituye un ejercicio de análisis para determinar la influencia de los cambios de 
administración durante este periodo, en la ejecución de las políticas públicas en la capital 
colombiana. 
 
Esta etapa se caracterizó por suceder un periodo de transición democrática en la elección de 
alcaldes en Colombia, dado que, antes del Acto Legislativo 01 de 1986, este cargo era designado 
por el gobernador del departamento, quien, a su vez, era escogido por el presidente de la 
República por dos años. Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1991, el periodo de los 
alcaldes se extendió a tres años, luego se modificó a cuatro años, en consonancia con el Acto 
Legislativo 02 de 2002.  
 
Estos cambios políticos muestran la forma como se han venido administrando y desarrollando 
las entidades del orden local, además de la ausencia de coordinación, en donde el gobernante 
de turno llegaba con un nuevo equipo para dirigir las diferentes secretarías y departamentos 
administrativos, desacelerando programas planteados en las anteriores administraciones, y 
generando ausencia de continuidad de las políticas públicas.   
 
Respecto a la política pública en materia de malla vial en el Distrito Capital, ha sido un aspecto 
primordial en la agenda del gobierno nacional y local, desarrollada en el marco del Plan de 
Desarrollo Distrital, herramienta fundamental de planeación y ejecución de los recursos públicos 
en el territorio, y principal insumo de análisis en este artículo a fin de identificar  en las diferentes 
administraciones distritales el enfoque dado a la política pública en materia de malla vial arterial, 
así como las proyecciones y, finalmente, evaluar el nivel de ejecución a través del respectivo 









This article reviews the public policy of the road mesh in the city of Bogotá, in the period 1998-
2015, constituting an analysis exercise to determine the influence of the changes of administration 





This period of time was particularly characterized by a period of democratic transition in the 
election of mayors in Colombia, since before Legislative Act 01 of 1986, this position was 
designated by the Governor of the Department, who in turn was chosen by the President of the 
Republic, for a period of two years. With the entry into force of the Constitution of 1991, the term 
of the mayors was extended to three years, then changed to four years, in accordance with 
Legislative Act 02 of 2002, these political changes reflect the way in which has been administered 
and developed local entities, linked to lack of coordination, where the governor on duty came with 
a new team to lead the different departments and administrative departments, slowing down 
programs raised in previous administrations, and generating absence Of continuity of public 
policies. 
 
Regarding the public policy in the area of road mesh in the Capital District, this has been a key 
aspect in the national and local government's agenda, developed within the framework of the 
District Development Plan, a fundamental tool for the planning and execution of public resources 
In the territory, and main input of analysis in this article, in order to identify in the different district 
administrations the approach given to the public policy in the matter of arterial road mesh, as well 
as the projections and finally to evaluate the level of execution through the Management report 
after the end of the mandate. 
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Para la elaboración de este artículo se ha tomado en consideración el periodo 1998-2015, con el 
objetivo de abarcar un espacio temporal suficientemente amplio a fin de analizar las variaciones 
de la política pública en la materia, a través de las diferentes administraciones. Inicialmente, se 
realizó un seguimiento teórico sobre malla vial y políticas públicas para obtener un panorama 
integral de la problemática planteada y, posteriormente, contrastar la visión teórica y académica 
con el desarrollo práctico de Bogotá, llevando a cabo un análisis transversal enfocado en 
gobernanza y buen gobierno. 
El presente documento tiene como punto central el análisis de las políticas públicas en lo 
referente a los logros y falencias en materia de malla en el subsistema vial, desde la 
administración de Enrique Peñalosa Londoño, pasando por los mandatos de Antanas Mockus, 
Luis Eduardo Garzón, Samuel Moreno Rojas y Gustavo Petro Urrego. De este modo, teniendo 
en cuenta el periodo elegido, se busca relacionar los cambios en el desarrollo de la ciudad y el 
irregular estado de la malla vial con el comportamiento de las visiones políticas de los 
representantes de las diferentes corrientes en el poder, quienes enfocan de modo diferente su 
Plan de Gobierno y las prioridades de la administración, aspectos que permitirán analizar el 
enfoque de gobernabilidad que asume cada administración en Bogotá. 
 
Figura 1.Ubicación geográfica del estado de la malla vial de Bogotá a 2015 
 
Fuente:   Base de datos del inventario y diagnóstico de la malla vial – IDU, 31 de diciembre de 2015 
 
Como punto de partida, es necesario establecer que el Plan de Gobierno es aquella propuesta 
sobre la manera como se realizará la gestión y la herramienta usada en campaña electoral por 
los candidatos para que los electores puedan optar por una forma de gobierno. Su elaboración 
debe obedecer a una orientación técnica que incluya la planificación estratégica respecto a la 
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utilización de recursos, consecución de objetivos y generación de políticas públicas a fin de 
alcanzar éxito político y ganar credibilidad del gobierno.  
La importancia de un correcto Plan de Gobierno radica en el cumplimiento de los objetivos 
políticos, lo que genera convencimiento de la buena gestión y formación de un equipo sólido de 
gobierno que permita dar coherencia y organización a los programas y proyectos propuestos, por 
medio de cronogramas de ejecución e identificación de los responsables de su ejecución 
(Arévalo, 2011). 
Por su parte, el Plan de Desarrollo Distrital configura la hoja de ruta de la administración pública, 
al contener la forma de materializar aquellas iniciativas que debe implementar el alcalde electo, 
y que están contempladas en el Plan de Gobierno.  Cabe recordar que el Plan de Desarrollo del 
Municipio y sus respectivos planes sectoriales deben guardar concordancia con el POT, situación 
que ha sido objeto de crítica, en la medida en que los Planes de Desarrollo Municipales dependen 
de las administraciones de turno; pero los POT son planeamientos a largo plazo 
El POT obedece a los parámetros de la Ley 388 de 1997, conocida como la “Ley de Desarrollo 
Territorial”, que difiere de la “Ley de Ordenamiento Territorial” (Ley 1454 de 2011), donde se 
estableció como mandato que todos los municipios del país debían formular sus respectivos 
Planes de Ordenamiento Territorial. 
El Ordenamiento Territorial, por su parte, se entiende como “un conjunto de acciones político-
administrativas y de planificación física concertadas, con el fin de disponer de instrumentos 
eficientes para orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización, 
transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de desarrollo 
socioeconómico, y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones históricas y culturales”. 
(Artículo 5, Ley 388 de 1997).  Es decir, con esta ley, el Gobierno nacional estableció los 
lineamientos para la elaboración de los planes de ordenamiento territorial (POT) en todos los 
municipios, respondiendo a una planeación de corto, mediano y largo plazo.  
En lo que respecta a la malla vial de la ciudad, el POT desempeña un papel determinante porque  
sirve, entre otras cosas, para coordinar las inversiones públicas y privadas; verificar la correcta 
aplicación de las normas que privilegien el bien común; identificar y delimitar  los elementos 
básicos del medio ambiente, que forman parte del patrimonio ecológico y cultural; así como 
también permite organizar y coordinar los recursos públicos para la ejecución de proyectos y 
obras, y regular el uso equitativo y racional del suelo.  
En Bogotá, la Política Pública en materia de malla vial ha sido adoptada en los diferentes planes 
de desarrollo aprobados por el Concejo capitalino, de estos se desprenden la estructura 
funcional, denominada Sistema de Movilidad, conformada por varios subsistemas, entre ellos el 







Figura 2. Componentes del Sistema de Movilidad de Bogotá, D. C. 
 
Fuente: UNED - Universidad Nacional de Educación a Distancia e IEF - Instituto de Estudios Fiscales de España. En Contraloría de 
Bogotá (2014). 
 
Partiendo de lo observado en las figuras 1 y 2, para efectos de este artículo, solamente se tomará 
el subsistema vial, en lo respectivo a malla vial arterial cuya competencia normativa es del 
Instituto de Desarrollo Urbano (IDU), en virtud de que sobre este recaen las políticas públicas 
distritales objeto de análisis, como se observará en este trabajo. 
Para lograr mayor comprensión de la temática planteada, se considera que la malla vial arterial 
es la red de vías de mayor jerarquía, mediante la cual se lleva a cabo la movilidad, la accesibilidad 
urbana y regional y, además, sirve de conexión con el resto del país. Igualmente, facilita la 
movilidad de mediana y larga distancia como elemento articulador a escala urbana. Por su parte, 
la malla vial intermedia está constituida por una serie de tramos viales que, en algunos casos 
estratégicos, llegan a formar parte de la malla vial arterial, sirviendo como alternativa de 
circulación; su mayor función es permitir el acceso y el flujo de la ciudad a escala zonal. 
Finalmente, se cuenta con la malla vial local compuesta por los tramos viales cuya principal 
función es la de permitir la accesibilidad a las unidades de vivienda. 
Adicionalmente, y como se observa en la figura 3, se relacionarán las modificaciones realizadas 
al POT en los diferentes planes de desarrollo, así como la tendencia política de cada gobierno 
objeto de análisis durante el tiempo descrito. 
 
Figura 3. Modificaciones realizadas al POT de Bogotá, D. C. entre 1998-2015 
ALCALDÍA POT PLAN DE 
DESARROLLO 
ACUERDO PARTIDO POLÍTICO 
 1998-2000 
 Enrique Peñalosa 
Decreto 619 de 2000 Por la Bogotá que 
queremos 
Acuerdo 06 de del 6 de 




2001- 2003  
Antanas Mockus 
Decreto 469 de 2003 Bogotá para vivir 
todos del mismo lado 
Acuerdo 440 de 2001 Partido Verde 
2004-2007 
Luis Eduardo Garzón 




Acuerdo 190 de 2004 Polo Democrático 
Alternativo 
2008-2012 
Samuel Moreno Rojas 
Decreto 190 de 2004 
( vigente) 




Decreto 364 de  2013 
(Efectos suspendidos) 
 Bogotá humana Acuerdo 489 de 2012     Movimiento Progresista 
   
Fuente: elaboración propia 
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En este orden de ideas, los autores consideran que las modificaciones en el modelo de 
administración del distrito y, específicamente en materia de malla vial arterial, responden 
principalmente al contexto político, y también a aspectos técnicos del desarrollo y la aplicación 
de las políticas. De acuerdo con Vargas (citado por Roth, 2006), dentro de las políticas públicas 
se entrecruzan una racionalidad técnica y una racionalidad política, considerando que, en este 
caso, la problemática va más allá. Por esta razón, para este artículo se parte de la hipótesis de 
que los cambios en el modelo sectorial de administración atienden más a la coyuntura política o 
electoral, lo que es contrario a la lógica y razón de ser de las políticas públicas.  
Bajo estos supuestos, este trabajo busca responder si los cambios políticos en la administración 
en Bogotá configuran problemas estructurales para la ejecución de las políticas públicas relativas 
en la malla vial arterial de la ciudad. 
De esta forma, resulta viable estudiar el modelo existente, a fin de determinar con exactitud los 
problemas originados por el letargo administrativo en la ejecución de recursos destinados para 
el mantenimiento y rehabilitación de la malla vial arterial de la ciudad, donde, a partir de los 
cambios que ha presentado la forma de administrar este componente vial general de la ciudad, 
se pueden identificar problemáticas de fondo, respecto de la manera como es abordada la 
temática desde el ámbito legal y administrativo.  
Pese a lo anterior, se debe aclarar que, para la elaboración de este documento, se tendrán en 
cuenta los lineamientos estipulados en el Plan de Desarrollo Distrital en cada administración y 
su armonía con el POT, en lo que respecta al sector movilidad en materia de malla vial, porque, 
si se incluyeran las formas de desconcentración y descentralización particulares para Bogotá, se 
tendría que abordar una localidad y/o componente vial en particular, lo que no es objetivo 
primordial de este escrito.  
La definición de políticas públicas deja en claro que estas tienden a relacionarse con el papel de 
los representantes del Estado y su instrumentalización como elemento de gestión o resolución 
de problemas. Sin embargo, para la Secretaría de Integración Social (2011), las definiciones de 
política pública son limitadas para concebir la política como una forma de modificar las relaciones 
de poder entre los representantes del Estado y los actores de la sociedad. En este sentido, la 
administración distrital entiende la política pública como el conjunto de decisiones políticas y 
acciones estratégicas que llevan a la transformación de una realidad social, que tanto los 
ciudadanos como quienes representan al Estado han determinado como aspecto importante 
dentro de la transformación, por cuanto subsisten en ella condiciones de desequilibrio y 
desigualdad que afectan la calidad de vida y la materialización de los derechos individuales y 
colectivos, habida cuenta de contextos y territorios políticos y sociales.  
Es importante considerar el concepto de gobernanza que propone repensar la estructura y el 
papel de las instituciones que acentúan sistemas políticos centralistas y excluyentes para 
fortalecer la participación y la justicia social, como características determinantes de las formas 
de gobernar y construir la legitimidad. Por lo tanto, para los hacedores de política, el reto es el 
diseño de metodologías que articulen las dinámicas sociales y la función de la administración 
pública, al construir políticas que contribuyan en la transformación de condiciones, situaciones, 
7 
 
problemas y necesidades, con el ánimo de mejorar la calidad de vida de los ciudadanos 
(Secretaría de Integración Social, 2011). 
Finalmente, se reflexiona sobre el papel que desempeña el buen gobierno en la problemática 
identificada, puesto que este se caracteriza por principios de participación, legalidad, 
transparencia, responsabilidad, consenso, equidad, eficacia y eficiencia, y sensibilidad. La ONU, 
por medio de la Comisión de las Naciones Unidas para la Gobernabilidad Global, ha definido el 
buen gobierno como la creación de un buen funcionamiento de las instituciones responsables de 
ello (políticas, jurídicas y administrativas), que los ciudadanos consideran como legítimas y a 
través de las que participan en las decisiones que afectan sus vidas. 
La relevancia de este tema estriba en que el mal estado de la malla vial de la ciudad, la no 
intervención o no reparación de esta y la escasez de vías para la movilización de los ciudadanos 
afectan los tiempos de movilización y, por ende, su calidad de vida, dado que ellos estiman la 
situación como un problema de grandes dimensiones que está presente en toda Bogotá. 
Por tanto, en el presente documento se analizarán las políticas públicas en materia de malla vial 
en el subsistema vial de la ciudad, de acuerdo con Stein y Tommasi (2006), quienes proponen 
que estas se deberían caracterizar por los siguientes criterios: 
 
• Estabilidad: hace referencia a la estabilidad en el tiempo, sin que esto afecte su 
flexibilidad, permitiendo ajustes de las condiciones económicas o a efectos de las 
políticas, más que a caprichos políticos. 
 
• Adaptabilidad: la posibilidad de ajustar las políticas cuando las circunstancias cambian, 
pero sin llegar a extremos de manipulaciones políticas. 
 
• Coherencia y coordinación: relación con políticas afines, teniendo en cuenta que la falta 
de coordinación puede ser intencional o involuntaria. 
 
• La calidad de implementación y ejecución: la aplicación de una política depende en 
gran parte de la existencia de una burocracia capaz e independiente y de un poder judicial 
poderoso. 
 
• Orientación hacia el interés colectivo: guarda estrecha relación con la desigualdad, en 
tanto se formula la siguiente pregunta: ¿Promueven las políticas el bienestar general o 
canalizan beneficios privados hacia facciones, regiones o individuos específicos?   
 









Bogotá ha realizado un largo proceso de descentralización originado en 1954 con el Decreto 
3640, expedido durante el gobierno del general Rojas Pinilla, quien buscaba atender las 
necesidades de la época e instaurar una estructura de funcionamiento y gobierno de la ciudad. 
Es a partir de la Constitución Política de Colombia, en el Artículo 41 transitorio, que se estableció 
el régimen especial para Bogotá, y se expidió el Decreto con Fuerza Material de Ley 1421 de 
1993, conocido como Estatuto Orgánico de Santafé de Bogotá, y los vigentes Acuerdos 257 de 
2006, 637 y 641 de 2016, que establecen la estructura político-administrativa del Distrito Capital.  
Del mismo modo, en este periodo se presentó un aumento considerable de la población de 
Bogotá, que, según el XVI Censo Nacional de Población y V de Vivienda, realizado en 1993 y 
proyecciones del DANE, para el año 1998 era de 6.302.880 habitantes, fruto de las migraciones 
del campo a la ciudad y del conflicto armado, lo que llevó a que muchas personas, en búsqueda 
de una mejor calidad de vida, generaran una creciente demanda de infraestructura residencial y 
vial. Respecto al año 2015, en virtud de la ausencia de cifras actualizadas, el DANE y la 
Secretaria Distrital de Planeación realizaron una proyección, en la que se identificó una población 
de más de 8.000.000 de habitantes en Bogotá.  
En consecuencia, la estructura urbanística de Bogotá se torna ineficiente, ante un crecimiento 
espontáneo y descontrolado de población que construye principalmente hacia la zona de la 
periferia, sin contar con una planeación integral y estratégica que le permita adaptarse a los retos 
de una ciudad cambiante capaz de brindar calidad de vida a sus habitantes. 
Se puede resumir lo afirmado mediante la figura 3, denominada árbol de problemas de calidad 
de vida de los ciudadanos bogotanos, representación que permite evidenciar los diversos 
factores a los que se encuentra expuesto un ciudadano en el día a día, situaciones que conducen 
a un problema en común: “el mal estado de la malla vial” se traduce en la necesidad de 
planeación y creación de nuevos espacios diseñados con propósitos específicos, y no como una 













Figura 4. Árbol de problemas de calidad de vida de los ciudadanos 
  
Fuente:   Recuperación, rehabilitación y mantenimiento de la malla vial. IDU, 2012 
 
En otras palabras,  se logra observar que, debido al constante crecimiento del Distrito Capital, es 
evidente la necesidad de efectuar el mejoramiento a la malla vial construida en la ciudad, puesto 
que se presenta una gran cantidad de huecos, ondulaciones, baches, desgaste o terminación de 
la vida útil de los pavimentos, situaciones que causan trancones, accidentes y daños a los 
vehículos, afectando la productividad urbana y a la población, que, en la medida en que tenga 
dificultades de movilidad cuando sale de su vivienda y al regresar a esta, considerará negativa 
la gestión de la administración.  
Por su parte, el alcalde mayor se desempeña como representante legal de los Fondos de 
Desarrollo Local, que son cuentas con personería jurídica y patrimonio propio, es el ordenador 
de gasto e inversiones y, como consecuencia de ello, es a partir de los lineamientos y políticas 
públicas que fije la Alcaldía Mayor en el Plan de Desarrollo que se orientan las actividades 
locales, se financia la prestación de servicios y la construcción de nuevas obras. 
Según lo anterior, se encuentra que, si bien el marco normativo establece un modelo de 
administración descentralizado a nivel distrital, en la práctica aún existe un alto grado de 
centralismo, donde las relaciones entre la Alcaldía Mayor y las localidades dependen no solo de 
los principios determinados por la Constitución y las normas que el Congreso y el Concejo 
Distrital determinen, sino también dependen del programa de gobierno adoptado por el alcalde 
mayor. 
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Por lo anterior, las políticas públicas relativas a la malla vial de la ciudad son desarrolladas y 
ejecutadas por el Distrito, en colaboración con diferentes entidades, lo que creó la obligación de 
contar con un sistema de información de la malla vial y del espacio público, con el objetivo de 
garantizar una adecuada gestión y conservación de esta. De igual forma, con el POT, Decreto 
190 de 2004 y el Acuerdo 257 de 2006 (reforma administrativa), se otorgaron competencias de 
intervención de la malla vial de la ciudad a los siguientes actores:  
Figura 5. Entidades involucradas de forma transversal en la intervención de la malla vial del distrito 
 
Actor  involucrado Función Marco normativo 
 
 
Instituto De Desarrollo Urbano 
IDU 
*Construcción de la malla vial arterial principal y 
complementaria 
*Interventoría en la construcción de la malla vial 
intermedia y local realizada por los urbanizadores 
cuando adelanten sus actividades en zonas no 
desarrolladas 
* Eventualmente, la construcción de la malla vial 
intermedia y local en sectores urbanos 
desarrollados 
  
Artículo 172 del Decreto 
Distrital 190 de 2004 (Plan 
de Ordenamiento 
Territorial) 
* Llevar el inventario y diagnóstico de la malla vial 
construida en la ciudad 




Unidad Administrativa Especial 
De Rehabilitación Y 
Mantenimiento Vial 
* Programación y ejecución las obras necesarias 
para garantizar rehabilitación y el mantenimiento 
periódico de la malla vial local y de las vías locales 
que soporten circuitos de transporte público 
colectivo y del resto de la malla vial 
* De manera excepcional, la atención inmediata de 
todo el subsistema de la malla vial cuando se 
presenten situaciones imprevistas que dificulten la 
movilidad en el Distrito Capital 
  
  
Acuerdo Distrital 257 de 
2006 
* Ejecución de los planes y proyectos de 
construcción de la malla vial local 
Resolución IDU 3178 de 
2009 
Localidades. Fondos de 
desarrollo local (23) 
Construcción y mantenimiento de las vías locales e 
intermedias 
Acuerdo Distrital 06 de 
1992 
 
Empresas de Servicios Públicos 
Reconstrucción total de la estructura del pavimento 
a sus expensas cuando resulte afectada una vía 
vehicular o peatonal por la realización de trabajos 
de instalación, extensión o reparación de redes de 
servicios públicos 
Acuerdo Distrital 021 de 
1996. Artículo 1. ° 
 
Particulares (urbanizadores y 
constructores de obras civiles) 
* Garantía de la estabilidad del pavimento en las 
vías adyacentes a las obras que estén ejecutando 
* Reconstrucción o recuperación de la calzada, en 
caso de resultar afectada 
Acuerdo Distrital 021 de 
1996. Artículo 4. ° 
 
Fuente: Decreto 190 de 2004 (Plan de Ordenamiento Territorial) y Acuerdo 257 de 2006 
 
Es importante recordar que el Instituto de Desarrollo Urbano, a través de las diferentes 
administraciones objeto de análisis, ha percibido las siguientes fuentes de financiamiento por 
medio de los periodos de tiempo relacionados con todo lo relativo a la malla vial de la ciudad, 
además de las fijadas en cada Plan de Desarrollo: 
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(Decreto 1421 de 
1993) 
Son la principal fuente de recursos del IDU, teniendo en cuenta que su naturaleza es 
financiar la construcción de una obra, plan o conjunto de obras de interés público, que 
se impone a aquellos bienes inmuebles que se beneficien con la ejecución de estas 
obras. Su recaudo puede ser general o cobrado exclusivamente a un grupo 
determinado o zona específica de influencia de los diferentes proyectos. 
Programa obra por tu 
lugar 
(Ley 388 de 1997) 
Programa estructurado con base en el Art. 126 de la Ley 388 de 1997 para obras que 
cuenten con la aprobación de la entidad territorial   correspondiente y sean solicitadas 
por el 55% de los propietarios de predios o de unidades habitacionales beneficiados 
por la obra, con el compromiso de que la comunidad participe en la financiación de por 
lo menos el 25% de la obra. La entidad de desarrollo urbano podrá 
adelantar la obra, según el esquema de valorización local que diseñe para tal efecto. 
Ingresos corrientes Recursos propios del Instituto, tales como multas, tasas, contribuciones, cruce de 
cuentas con otras entidades distritales, venta de pliegos de licitaciones y de fotocopias, 
entre otros.  
Recursos de capital Provienen, principalmente, de rendimientos financieros de los recursos que maneja o 
administra el Instituto, y de la venta de activos. Adicionalmente, esta fuente percibe 
recursos provenientes de la cofinanciación de proyectos específicos para los cuales se 
trabaja junto con los fondos de cofinanciación, como es el caso de FINDETER. 
Fondo nacional de 
regalías 
Mediante la Ley 141 de 1994 y el Artículo 361 de la Constitución, estos recursos se 
destinan, entre otras cosas, a la financiación de proyectos regionales de inversión 
definidos como prioritarios en los planes de desarrollo de las respectivas entidades 
territoriales. El 59% de los recursos son destinados a la financiación de proyectos 
regionales de inversión. De este porcentaje, no menos del 80% deberá ser utilizado 
para la financiación de los proyectos de carácter regional de recuperación, construcción 
o terminación de obras de la red vial, secundaria y terciaria. 
Transferencias De la administración 
central del Distrito 
Se asignan para cubrir aproximadamente el 80% del total de la inversión, y el 100% del 
total de gastos de funcionamiento del IDU. Dentro de estas transferencias se 
encuentran la sobretasa a la gasolina y la sobretasa al ACPM.  
Transferencias de la 
nación 
El CONPES emitió concepto favorable sobre la participación de la nación en el 
desarrollo del Sistema Integrado de Transporte Masivo (70%). Estos recursos solo se 
pueden utilizar para la adquisición de predios e infraestructura para el sistema 
Transmilenio (troncales, estaciones, terminales para buses). Estos recursos no se 
pueden destinar a actividades de rehabilitación o mejoramiento de la infraestructura 
con posterioridad a la puesta en funcionamiento de la infraestructura. 
Banca multilateral CAF: este empréstito está destinado a proyectos de recuperación y mantenimiento de 
la malla vial y a la construcción de infraestructura para el transporte público. 
Banco Mundial: préstamo para mejorar las condiciones de vida urbana de la ciudad de 
Bogotá.  





Sobretasa a la gasolina 
(Decreto 1421 de 
1993) 
 Están dirigidos a financiar estudios, diseños y obras que se requieran para organizar 
y mejorar la red vial y el servicio de transporte colectivo de pasajeros que se preste por 
cualquier medio o sistema. 
Aportes de la Nación 
 
Fuente: Elaboración propia, información del informe Sostenibilidad, financiamiento, avances y prospectivas de la malla vial de 




El impacto de los cambios de administración en la ejecución de políticas públicas sobre la 
malla vial general  
 
En términos de DUNN (2004), existen problemas bien estructurados o simples y débilmente 
estructurados o complejos. Estos últimos son aquellos en los que existe un gran número de 
personas que toman decisiones y en los que coexisten valores e intereses en conflicto; los 
resultados a sus soluciones, al ser tan complejos, son difíciles de predecir y las probabilidades 
de éxito son casi incalculables. Por su parte, los problemas simples son todos aquellos que tienen 
una cantidad limitada de sujetos que intervienen en la toma de decisiones, con un número 
reducido de alternativas, un grado de consenso alto entre los actores involucrados, resultados 
certeros y probabilidades de éxito o fracaso calculables.  
En el caso de la malla vial distrital, en teoría, surge un problema simple, puesto que es el alcalde 
mayor quien decide al respecto (lineamientos generales), junto con las autoridades locales y las 
entidades públicas anteriormente relacionadas, quienes se encargan de la especificidad. Sin 
embargo, en este problema no se debe olvidar que los intereses particulares compiten y 
confluyen en la formación de las políticas públicas, ya que este hecho es inherente a la 
democracia. 
Adicionalmente, las condiciones normativas, técnicas, de ejecución y de control, en la agenda de 
los diferentes gobiernos, así como los cambios de administración, afectan la continuidad y 
coherencia de las políticas públicas en la ciudad, lo que se ha convertido en la dinámica de 
instauración de políticas, planes y programas de construcción y manejo de infraestructura para 
el desarrollo de la malla vial bogotana.  
Es innegable que las políticas públicas se relacionan con el juego político porque siempre estarán 
caracterizadas por un sesgo dado por la concepción misma que tenga el gobernante sobre la 
ciudad y la ciudadanía, lo cual responde a una realidad determinada que incide en su definición, 
diseño y materialización de los programas.  
Sin embargo, algunas políticas públicas tienden a ser más importantes que otras. La naturaleza 
del buen gobierno radica en que su acción se ordene principalmente en torno a orientaciones y 
políticas estratégicas. Al respecto, son políticas estratégicas aquellas que prefiguran el legado 
del Gobierno y deben dar los principales criterios de evaluación de la gestión propia, permitiendo 
ordenar los partidos que apoyan al Gobierno. 
 
Modelo de implementación de políticas públicas Top-Down 
  
La implementación de las políticas públicas relativas a la malla vial general en Bogotá se puede 
relacionar con el enfoque de tipo top-down, en la medida en que este puede explicar 
exitosamente las situaciones en que se analiza un único programa gubernamental, que, en este 
contexto, hace referencia a la malla vial en cuanto se promueven acciones para garantizar la 
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inclusión, donde la ciudadanía participa en el establecimiento de las líneas de acción y de 
intervención del Estado, en este caso el Distrito, para la formulación y ejecución de las políticas 
públicas en Bogotá.  
El planteamiento de los objetivos de las políticas públicas proporciona suficientes herramientas 
para cumplir con una etapa de evaluación del proceso, y cerciorarse de la necesidad de hacer 
modificaciones o del éxito del trabajo realizado. En la sociedad actual, el proceso resulta mucho 
más enriquecedor, dado que la ciudadanía misma forma parte del control en la ejecución, a la 
vez que presiona a las diferentes administraciones, principalmente en lo relativo a la 
infraestructura física de la ciudad, por afectar a todos los habitantes de la ciudad.  
 
Evolución del manejo de la malla vial durante las administraciones distritales 1998-2015 
 
Para este artículo se tomaron las cifras oficiales del IDU, respecto del estado del subsistema vial 
en la ciudad de 1998 a 2015. En un primer momento se puede evidenciar la poca ampliación de 
malla vial, a pesar de las necesidades y aumento poblacional descrito, por problemas debidos al 
letargo administrativo en el uso de recursos destinados para el mantenimiento, rehabilitación y 
construcción de la malla vial en el subsistema vial de la ciudad. El siguiente gráfico ilustra lo 
anterior: 
Figura 7. Evolución de la malla vial de Bogotá 1998-2012 
Fuente:   Base de datos del inventario y diagnóstico de la malla vial -IDU, diciembre de 2012 
La figura 7 muestra un aumento de kilómetros-carril a partir del año 1998, crecimiento 
considerable de la malla vial de la ciudad que se mantuvo hasta el año 2003. Se pasó de 13.900 
a 14.500 kilómetros-carril, cifra que no ha presentado mayor dinamismo en los años siguientes, 
solo en el año 2010 se alcanzaron los 14.870 kilómetros-carril, cifra que no fue posible mantener, 
como se observa en la gráfica.  Se considera importante aclarar que, respecto de las cifras del 
estado de la malla vial a partir de 2013, se efectuó un ajuste y reclasificación de acuerdo con lo 
establecido en el Decreto 364 de 2013 (temporalmente suspendido). 
Por lo anterior, estadísticamente no es comparable el estado de la malla vial subsistema vial del 
año 2013 con la información histórica, puesto que se incluyó dentro del subsistema vial la malla 
vial troncal (vías del sistema Transmilenio).  Por ende, se analizarán los periodos 2013, 2014 y 
2015 de forma independiente respecto de las cifras históricas. 
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Para iniciar el análisis de los gobiernos es importante tomar como referencia la figura 8, que 
permitirá, en un primer momento, comprender la problemática y el desarrollo en materia de malla 
vial subsistema vial en el periodo relacionado: 
 
Figura 8. Aspectos claves en materia de malla vial subsistema vial en los gobiernos de 1998-2015 Bogotá, D. C. 
 








 Enrique Peñalosa 
 
 
Meta: Ampliar la 
malla vial en 1.100 
km/carril, mantener 
y recuperar la 
existente en 1.300 
km/ carril  
La administración generó una gran 
expectativa, pero, al terminar el 
mandato, afrontó los siguientes 
problemas: 
- No utilización del cupo de 
endeudamiento programado 
- Transferencias de la Nación 
- Bajo índice de disponibilidad 
en tesorería 
- Elevado saldo en reservas 
- Descenso real de ingresos 
corrientes de la 
administración central. 
- Finalmente, un superávit 
fiscal que indica un ineficaz 
cumplimiento de las metas 
fijadas en aspectos 
relacionados directamente 
con la inversión 
 
Como evidencia existe un saldo en 
reservas a 31 de diciembre de 
$1.820.666,7 millones. 
 
A 31 de diciembre de 2000, el 
IDU realizó mantenimiento y 
recuperación a 559,17 
km./carril, en las avenidas El 
Dorado, Boyacá, Autopista 
Sur, Calle 13 de Bosa, Vía a la 
Calera, 68, vía rural de San 
Juan de Sumapaz y Ciudad de 
Quito, entre otras.  
 
Como actividad 
complementaria a la 
desarrollada por el Instituto de 
Desarrollo Urbano para 
mejorar el estado de la malla 
vial y disminuir tiempos de 
viaje y costos por desgaste de 
vehículos, la SOP atendió a 
31 de diciembre de 2000 la 
recuperación y mantenimiento 
de 1.262,73 km./carril 
previstos por la entidad para el 
período del Plan de 
Desarrollo.  
Adicionalmente, se atendió el 
tapado de 70.814 huecos en 
la ciudad. 
Para ofrecer un adecuado 
nivel de servicio en la red vial 
principal, secundaria y rutas 
de buses y contribuir en la 
disminución de tiempos de 
viajes, a 31 de diciembre de 
2000, el IDU construyó 
328,74 km./carril de malla 
vial, correspondientes a la 
ampliación de las siguientes 
vías: Avenida Boyacá: desde 
la Avenida Iberia hasta la 














500 km/carril de vías 
arteriales 
Construcción de 80 
kilómetros-carril y 
mantenimiento de 
Se estimó un valor de 7.06 billones de 
pesos para el conjunto de programas, 
y se le asignaron al sistema vial 
1.923.456 millones de pesos.  
Recursos manejados por el sector 
central. 
La administración en la vigencia del 
2001 debió acudir a recursos de 
crédito o recursos 
generados, para cubrir el déficit fiscal 
o, en su defecto, cancelarlos. 
Con el fin de generar mayores 
ingresos para el mantenimiento de la 
malla vial se implementaron los 
siguientes programas: 
-Mejoremos el barrio y la casa 
A septiembre de 2003, el 
Instituto de Desarrollo 
Urbano realizó el 
mantenimiento y rehabilitación 
de un total de 547.65 km-carril 
de vías arteriales. 
A 31 de diciembre de 2003, se 
contó con el mantenimiento 
físico 
de 1.500 km-carril, incluyendo 
fases I y II del Programa 
vallas verdes. 
Se construyeron  92.62 km-




cuadrados de vías 
locales  
- Modelo de mantenimiento periódico y 
rutinario  
-Programa movilidad inteligente 
-Programa vallas verdes 
-Programa tapa tu hueco 
-Programa pavimentos locales 








-Malla vial local: 




-Malla vial arterial: 
construcción y/o 








A través del cobro por valorización y a 
fin de garantizar la estrategia de 
movilidad, mediante el Acuerdo 180 
de 2005, se autorizó una inversión por 
valor de $2.1 billones, con un plazo de 
ejecución de 10 años.  
A 2006, existía un déficit de malla vial 
que llegaba a los 7.2 billones de 
pesos. 
Disminuir tiempos de viaje y 
costos por desgaste de 
vehículos; la SOP, a diciembre 
de 2007, recuperó 1.003 
km/carril de vías de la ciudad 
en parcheo, pavimentación y 
renivelación. 
Malla vial arterial: 72,70 
kilómetros-carril 
Malla vial intermedia: 241 
kilómetros-carril 
Malla vial local: 127.2 
kilómetros-carril 
Presentó un bajo nivel de 
cumplimiento, en 
construcción, debido a dos 
factores:  
1. La aprobación del 
Acuerdo Distrital n. ° 180, 
requerido para asegurar la 
financiación de obras 
específicas que se logró 
hasta el segundo semestre 
del año 2005, lo cual implicó 
un desfase de año y medio 
en la ejecución de los 
proyectos que apuntan al 
cumplimiento de la meta 
plan. 
  2. La meta programada 
inicialmente incluía todas las 
obras financiadas con la 
contribución de valorización, 
asumiendo su ejecución en 
una sola fase, el Acuerdo 
Distrital n. ° 180 de 2005 de 
valorización estableció que 
los proyectos se ejecutarán 
en cuatro fases que van 









207 km-carril de 
malla vial arterial 
-Replanteamiento 
de la meta de malla 
vial intermedia en 
25,44 km-carril 
 
El recaudo por parte del sector central, 
mediante los programas del Plan de 
Desarrollo  en materia vial, ascendió a 
$693.584.493.564, cifra que incluye 
los recaudos en tesorería y los 
rendimientos financieros, y que 
corresponde a aproximadamente el 
93% de la meta propuesta. 
- Malla vial local con 756,31 
km-carril, equivalente al 25.2% 
de la meta 
-Malla vial arterial con 667,43 
km-carril, que son el 42.78% 
de la meta 
-Malla vial intermedia con 
119,71 km-carril, 
correspondiente al 11%  
Por su parte, la construcción 
de malla vial intermedia 
avanzó en un 89.4% frente a 
la meta inicial del plan, 
correspondientes a 6.26 km- 
carril, de los cuales 6.09 se 
ejecutaron durante el 2009. 
 De malla vial local se 
construyeron 21.88 km- 
carril, que corresponden a 
un 42.08% de la meta 
programada en el plan. 
La malla vial arterial se vio 
afectada por los cambios al 
Plan de asignación de 
recaudo, que, mediante el 
Acuerdo 398 de 2009, 

























periódico 165,92 km 
Mantenimiento 
rutinario 503,91 km 
A pesar de contar con un presupuesto 
definitivo en 2013, superior a los 1.3 
billones de pesos, tan solo 
comprometió el 76.4%, y dejó de 
contratar más de 309.109 millones de 
pesos, lo cual va en detrimento de la 
movilidad en la ciudad y, por ende, de 
la calidad de vida de los bogotanos, 
situación que se refleja en la 
disminución presupuestal para el año 
2015 a 725.621 millones, equivalente 
al 55.91% 
-Malla vial arterial: 1.403,38 
km-carril, discriminada en:  
Rehabilitación 62,04 km 







Fuente: Elaboración propia 
 
La Alcaldía de Enrique Peñalosa, de 1998 a 2000, se caracterizó por tener el apoyo político del  
Movimiento Cívico Independiente, un nuevo modelo político predicaba su interés por acercar de 
forma directa al ciudadano que no se sentía representado ante las autoridades nacionales, 
departamentales y municipales, bajo el esquema de unir los intereses de la nación con un trabajo 
coordinado entre lo público y lo privado para así lograr integrar las políticas públicas, bajo un 
modelo de gobernanza construido con la participación de la sociedad civil, los sectores y las 
autoridades gubernamentales.  
Mediante el Plan de Desarrollo, Peñalosa estableció que su política buscaba “generar un cambio 
profundo en la manera de vivir de los ciudadanos, devolviendo la confianza a todos los bogotanos 
en su capacidad para construir un futuro mejor y dinamizar el progreso social, cultural y 
económico”. Para ello, instituyó que su mandato se ocuparía de proyectar y hacer viable a Bogotá 
para enfrentar los retos y aprovechar las posibilidades, con miras a mejorar significativamente la 
calidad de vida tanto de las presentes como de las futuras generaciones. 
Los proyectos prioritarios de este periodo eran la creación de un sistema integrado de transporte 
masivo, construcción y mantenimiento de vías, banco de tierras, un sistema distrital de parques 
y un sistema distrital de bibliotecas. Sin embargo, al analizar el actuar de la administración 
respecto de la malla vial, en términos de buen gobierno, es necesario identificar la eficacia de 
procesos e instituciones que satisfagan las necesidades de la sociedad, mientras se hace el 
mejor uso de los recursos a su disposición.  
Por su parte, el concepto de eficiencia y responsabilidad en el contexto de la buena gobernanza 
implica el uso sostenible de los recursos y, para el caso, al analizar la gestión fiscal del Distrito 
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Capital para la vigencia de 2000 (Contraloría, 2000), se encontró que Bogotá estaba atravesando 
por una difícil situación, parte de la cual era de carácter económico. Además, las proyecciones 
que presentó la administración (figura 8) no se lograron y no respondieron adecuadamente a 
algunos de los retos planteados, dejando vacíos y obras inconclusas en materia de malla vial, de 
vital importancia para la ciudad. 
En relación con las causas de las falencias estructurales que presentaba la ciudad para la época, 
existen evidencias que conducen a determinar, en primera instancia, que los recursos no fueron 
administrados con base en los principios de eficiencia, eficacia, economía, equidad y valoración 
de los costos ambientales.  
EL principal inconveniente que encontró la administración distrital fue el hecho de no vender la 
ETB, con la que esperaba conseguir el 27.23% de los recursos, es decir, un valor equivalente a 
$2.763.974.0 millones para culminar los proyectos; ante esta situación, se dejó de recibir el 35% 
de los recursos programados. Lo anterior indica que, de los $2.339.931.0 millones programados 
para las tres vigencias (1998, 1999 y 2000), sólo recibió $1.542.557,7 millones (Contraloría de 
Bogotá, D. C., 2000). 
Las debilidades detectadas evidencian la inadecuada planeación financiera del presupuesto que 
colapsó por la situación económica que se registró en la ciudad y, en general, en el país, además 
de factores exógenos que también afectan el cumplimiento de las metas fijadas por la 
administración, lo cual influyó en la falta de atención oportuna de algunas de las necesidades de 
la población, debido al incumplimiento de algunos de los proyectos del Plan de Desarrollo. 
Sin embargo, no todo fue negativo, puesto que, frente al incumplimiento del Plan de Desarrollo 
por los asuntos económicos (y con el fin de atender el mantenimiento preventivo y correctivo de 
la malla vial principal, secundaria y accesos a barrios de mayor flujo vehicular), en la planta de 
asfalto de Zuque la SOP, a 31 de diciembre del 2000, se produjeron 23.104 metros cúbicos de 
mezclas asfálticas, en comparación con los 11.200 metros cúbicos programados por la entidad 
para el período. Es importante resaltar que esta producción se financia con recursos del IDU y 
son transferidos a la SOP a través de convenios interadministrativos (Contraloría de Bogotá, 
D.C., 2000). 
Para el periodo 2001-2003, estuvo en cabeza de la Alcaldía Antanas Mockus, quien, una vez 
adoptado el POT para el Distrito, mediante Decreto 619 de 2000, enmarcó su Plan de Desarrollo 
“Bogotá para vivir todos del mismo lado” en las directrices territoriales definidas por el POT; el 
escenario consideró un corto plazo para conseguir un desarrollo físico de la ciudad. Para ello, 
definió un modelo de priorización a fin de armonizar las acciones distritales con los programas 
que se ejecutarían. 
Ante la falta de recursos económicos, por el déficit que dejó durante su mandato la administración 
Peñalosa, Mockus, instauró un programa novedoso para el mantenimiento de la malla vial, que 
consistía en la inclusión de la comunidad de los barrios periféricos y marginales, a través del 
acompañamiento de la administración distrital. Como resultado se desarrollaron proyectos 
comunitarios como Tapa tu hueco, con el cual la comunidad financiaba la mejora de las calles y 
vías de su barrio, cancelando un valor promedio de $50.000 por cada metro cuadrado 
(Contraloría Distrital, 2005). A modo de ejemplo, a 31 de octubre de 2004 se habían recibido 158 
18 
 
solicitudes con las cuales se ejecutaron 230 metros cuadrados de vía (Alcaldía Mayor de Bogotá, 
2003). 
Así mismo, el programa Vallas verdes se implementó como una política de mantenimiento 
dirigida a la malla arterial principal y malla arterial complementaria para evitar su deterioro 
prematuro, aumentar la vida útil y garantizar la estabilidad esperada. Este modelo permitió a 
diciembre de 2003 tener el 65% de la malla vial arterial en buen estado (Alcaldía Mayor de 
Bogotá, 2003). 
El sistema modelo de administración de Mockus, respecto a la malla vial, a través de este tipo 
de medidas, evidencia que la política pública es una construcción analítica, es decir, que la 
primera tarea cuando se emprende un análisis es la reconstrucción del marco de acción (Muller 
y Surel, 1998), de tal  manera que, el direccionamiento del tema vial de la ciudad en un periodo 
de tiempo relativamente corto, sumado al cambio de administración de la ciudad, trajo consigo 
unas prioridades diferentes, que, sin desconocer los avances de administraciones anteriores, 
decide implantar una nueva agenda de trabajo, al no concentrarse exclusivamente en la 
construcción de más vías, sino también en su mantenimiento y reparación. Adicionalmente, 
desempeñó un papel determinante la inclusión de la ciudadanía en este tipo de proyectos, al 
generar sentimientos de pertenencia y mejor uso de la infraestructura de la ciudad. 
En relación con el contexto político en que se dio el mandato, cabe señalar que el partido político 
al cual pertenecía era el Partido Verde, entorno que influenció notoriamente en el enfoque de  su 
gobierno, es decir, de alcalde cívico, cuyos métodos novedosos de educación cívica, así como 
sus demostraciones de querer acabar con los viejos resabios y sistemas obsoletos, le hicieron 
ganar la simpatía general de la ciudadanía, lo que se vio reflejado en la evolución en materia de 
cultura ciudadana, uno de sus mayores logros. 
En este sentido, el PNUD (2003) destacó el carácter independiente de los alcaldes Peñalosa y 
Mockus en el ejercicio de su liderazgo, al incorporar nuevos temas en la agenda pública de la 
ciudad como la política de protección de la vida, seguridad, cultura ciudadana y democrática por 
parte de Mockus, y el espacio público peatonal, la movilidad urbana, y la infraestructura social 
pública por parte de Peñalosa. Además, destacó la participación de actores como los medios de 
comunicación, la Cámara de Comercio de Bogotá, gremios, la Mesa de Concertación Regional 
Bogotá-Cundinamarca y el proyecto Bogotá, cómo vamos, como escenarios de discusión, 
seguimiento y veeduría de los procesos públicos de la ciudad.  
Estos cambios en el ejercicio de liderazgo se manifestaron en variaciones del papel del 
ciudadano, la institucionalidad, y la visión del tipo de sociedad y de ciudad que se busca, dando 
paso a nuevas prioridades de política pública. Es en este punto, se observa que el objetivo de 
los gobiernos elegidos por los ciudadanos no es siempre el de introducir cambios en la forma de 
administrar, sino, a partir de las situaciones, mantener el estado de las cosas a fin de favorecer, 
en la medida de lo posible, a la ciudadanía mediante políticas públicas (Wilson, 2006). 
Durante el periodo de Luis Eduardo Garzón (2004-2007), la ciudad estaba saliendo de una crisis 
económica que dejaba altos índices de pobreza, que se empeoró por la llegada de desplazados 
provenientes de diferentes lugares del país. Al ser de tendencia política de izquierda, y dado este 
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contexto, su campaña y plan de gobierno se enfocaron en cerrar las brechas con su programa 
Bogotá sin indiferencia, garantizando los derechos básicos a la población vulnerable y excluida. 
El tema de movilidad generó bajos índices de popularidad para su gobierno, teniendo en cuenta 
el cobro por valorización, aprobado en 2005, el deterioro de la malla vial y el caos del transporte 
público  
Cabe resaltar que la inversión del Plan de Desarrollo se estructuró en cuatro componentes: Eje 
Social, Eje Urbano Regional, Eje de Reconciliación y objetivo Gestión Pública Humana, en el 
cual, la inversión social, compromiso fundamental de la Administración, representó el 60% del 
total de la inversión del plan.  
Además, se habló de un modelo de ordenamiento con perspectiva regional, que proponía 
controlar el proceso de expansión urbana de Bogotá y la periferia como soporte al proceso de 
desconcentración urbana. Esta estrategia de ordenamiento formulaba tres principios básicos: la 
protección del medio ambiente, el mejoramiento de las infraestructuras de servicios y la 
integración socioeconómica y espacial del territorio urbano. Para ello, contempló el paso de un 
modelo cerrado a un modelo abierto de ordenamiento territorial caracterizado por el hecho de 
que el Distrito Capital ordenara su territorio, reconociéndose como nodo principal de la red de 
ciudades de la región Bogotá-Cundinamarca y de otras ciudades con las cuales tuviera o 
requiriera eficientes niveles de articulación física, incluyendo coordinación normativa con el 
Instituto de Desarrollo Urbano, la Secretaría de Tránsito y Transporte y las alcaldías locales.  
En la administración de Samuel Moreno (2008-2012), tanto las vías arteriales como las 
intermedias presentaban interrupciones, reducciones, cambios en su configuración y deterioro 
de su estructura, interfiriendo en el tráfico y restringiendo el acceso a barrios. A lo anterior se le 
suma el incremento del parque automotor, lo que ha agudizado la congestión, la accidentalidad, 
la contaminación y el mal uso del espacio público. (Contraloría, 2015c). 
Frente a esta situación, el IDU desarrolló el modelo de operación Distritos de conservación, 
organizando la malla vial de la ciudad en seis zonas geográficas para la ejecución de las obras 
de valorización y otras intervenciones que respondieran a las necesidades de la comunidad, 
mediante la construcción, rehabilitación y mantenimiento de la malla vial arterial, intermedia y 
local, priorizando intervenciones. 
Entre las condiciones económicas de la ciudad se replanteó el modelo de gestión de 
mantenimiento y rehabilitación del IDU para la atención de la malla vial, motivado, principalmente, 
por la dificultad de la integración de las intervenciones adelantadas por diferentes contratistas y 
programas, la vigencia anual de los programas que generan interrupciones y limitaciones en la  
atención, y el elevado número de contratos  para la ejecución de las obras (Ríos, et al. 2009).  
Con la creación de estos distritos se buscaba el uso de recursos del Plan de Desarrollo dentro 
del periodo de gobierno de dicha administración, eficiencia en la gestión y ahorro en tiempos de 
contratación, maximización de los recursos disponibles, respuesta a la ciudadanía con mayor 
celeridad, y programación eficiente de las intervenciones. 
El primer grupo comprendió la zona norte (Suba y Usaquén); el segundo, la zona centro (Barrios 
Unidos, Chapinero, Teusaquillo, Puente Aranda, Los Mártires y Antonio Nariño); el tercero, la 
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zona sur oriental (Santa Fe, Candelaria, San Cristóbal y Rafael Uribe); el cuarto se concentró en 
el sur (Ciudad Bolívar, Tunjuelito y Usme); el quinto, en el suroccidente (Kennedy y Bosa) y el 
sexto, en occidente (Fontibón y Engativá). Desafortunadamente, de esos seis distritos, sin 
embargo, sólo el grupo 1 inició las obras de valorización a tiempo.  
En términos de gobernanza, se encontró que la gestión del alcalde Samuel Moreno se caracterizó 
por la falta de adaptación entre la cultura política local y las instituciones políticas importadas. 
Según Kelsall (2008), “abre una brecha entre el Gobierno y la sociedad, lo que incrementa la 
corrupción, la inobservancia de las normas, el enriquecimiento personal, la falta de 
responsabilidad y de rendición de cuentas, debilita la legitimidad, y fomenta las demás 
dimensiones de la mala gobernanza”. 
En este punto es preciso indicar que, de 1998 a 2010, se observó cómo los recursos se enfocaron 
nuevamente en la administración central, que, a través del Plan de Desarrollo, establecía las 
pautas y ordenaba el gasto. Sin embargo, debido a las falencias que presentó este gobierno en 
términos de altos índices de corrupción que llevaron a prisión al alcalde Samuel Moreno, se 
destinó, a partir de 2010, que el 100% de los recursos asignados para contratación son potestad 
de las alcaldías locales, exactamente con el Decreto 101 de 2010, siendo los alcaldes locales los 
ordenadores del gasto; de esta forma, se redujeron las funciones de las UEL, que pasaron a 
encargarse de  la asesoría y acompañamiento de la contratación de cada alcaldía. 
Por su parte, durante el periodo 2012-2015, Gustavo Petro empezó a trabajar en la consecución 
de objetivos como la construcción e integración de la red férrea como eje estructurador del 
sistema de transporte público, la ampliación e integración de troncales de la Avenida Boyacá y 
Avenida Carrera 68, así como en la ampliación, el mejoramiento y la conservación del subsistema 
vial de la ciudad (arterial, intermedia, local y rural).  
Concretamente, su administración planteó la recuperación, rehabilitación y mantenimiento de la 
malla vial local deteriorada de forma directa, con una destinación anual de, al menos, el 40% de 
los recursos de inversión del presupuesto local. Es importante destacar el papel de la 
participación ciudadana en la construcción de este Plan de Desarrollo Bogotá Humana, que logró 
poner en la agenda pública la necesidad de intervención en el mejoramiento de las vías locales 
en mal estado. 
Su Plan Distrital de Desarrollo establecía una inversión sectorial en movilidad, que demandó un 
alto porcentaje de recursos, con una participación del 30,4% dentro del total del Plan de 
Inversiones para el período 2012-2016. Estos recursos fueron de utilidad para las obras que se 
ejecutaron, puesto que se destinaron principalmente para atender la malla vial arterial, 
intermedia, y para la construcción de la malla vial local, a través del programa de pavimentos 
locales y los proyectos del subsistema de transporte.  
A partir de la figura 9, se observa que, para el año 2013, la malla vial urbana de Bogotá alcanzaba 
15.399,69 kilómetros-carril, cifra que, si bien no puede ser comparable con el promedio histórico, 
en virtud de los cambios de medición en el inventario de la malla vial distrital, refleja la constante 





Figura 9.  Evolución de la malla vial subsistema vial, Alcaldía de Gustavo Petro Urrego (2013, 2014 y 2015) 
 
Fuente:   Base de datos del inventario y diagnóstico de la malla vial, IDU, diciembre de 2013, 2014 y 2015 
 
Para el año 2014, la extensión total de la malla vial urbana alcanzaba los 15.557 kilómetros-carril, 
donde el subsistema de transporte (troncales de Transmilenio) experimentaba un aumento, 
debido a la terminación de la fase III de Transmilenio y a la entrada en funcionamiento de la 
totalidad de la Troncal de la Calle 26 y de la Carrera 10 (Contraloría de Bogotá, 2015c). 
Respecto a la malla vial arterial, se incluyeron los reportes de intervención de las diferentes 
entidades distritales ejecutoras de desarrollo de la malla vial, donde se efectuó el reajuste y 
clasificación vial con base en lo establecido en el Decreto 190 de 2004, que facultó para realizar 
la verificación espacial de las vías existentes entre límites de localidades para realizar la 
asignación correspondiente por localidad o grupo zonal.    
En el 2015 la extensión total de la malla vial urbana alcanzaba 15.557 kilómetros-carril, se 
incluyeron los reportes de intervención de las vías atendidas a través del programa Tapa huecos 
en la Malla Vial Arterial y Troncales de Transmilenio que lidera el IDU, así como las 
intervenciones adelantadas por la UAERMV con el programa de ciencia y tecnología, como 
acciones de movilidad.  
Sin embargo, de la figura 9 se colige el lento desarrollo de la malla vial de la ciudad con respecto 
a su crecimiento, sin tener en cuenta las necesidades de los residentes de la ciudad capital, 
donde solo se presenta un crecimiento en el subsistema de transporte troncal de Transmilenio.        
Para el año 2012, el 55.1% de la malla vial local se encontraba en mal estado, y con un deterioro 
progresivo del 58.6%, lo que permite afirmar que, en las administraciones distritales anteriores a 
la de Gustavo Petro, no se tuvo en cuenta el deterioro progresivo, razón por la cual, en dicha 
vigencia, se endilgó esa responsabilidad a 19 alcaldías locales, mediante un convenio 
interadministrativo de cooperación, ejecutado por la Unidad Administrativa Especial de 








Estado de la malla vial 2013 a 2015
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En este orden de ideas, se puede empezar a responder un poco la pregunta de investigación, en 
la medida en que los cambios de administración sí pueden reflejar uno de los problemas 
estructurales del manejo de la malla vial de la ciudad, dada la falta de continuidad y coherencia 
entre los diferentes programas en la materia.  
Continuando con la línea teórica de Stein y Tommasi (2006), las características enunciadas 
tienen un papel determinante, por ende, el siguiente paso es evaluarlas para verificar el 
desempeño de cada gobierno en términos de buen gobierno y gobernanza, pero ¿cómo se puede 
cuantificar el grado de coherencia o estabilidad de una política? Al respecto, se puede afirmar 
que estas no se prestan para realizar una valoración cuantitativa, por consiguiente, para el 
presente artículo, los autores se valieron de tres fuentes anteriormente relacionadas: POT, Plan 
de Desarrollo e Informe de Gestión de cada una de las administraciones objeto de análisis; 
fuentes que, combinadas, fueron útiles para hacerse una idea aproximada de la calidad de las 
diferentes políticas públicas en la materia y aplicar el denominado índice general de la calidad de 
las políticas públicas, constituido por tres niveles a saber: alto, medio y bajo. 
 
Será de nivel alto aquella administración que identifica los actores involucrados en la política, sus 
preferencias, capacidades y aportes al proceso, analizando desde los diferentes ángulos el 
impacto y resultado de sus propuestas. Este tipo de administración se caracteriza por el uso 
eficiente de recursos escasos, por el planteamiento de metas reales  de mayor probabilidad de 
ejecución, y por contemplar de forma integral los 6 criterios citados (estabilidad, adaptabilidad, 
coherencia y coordinación, calidad de la implementación, orientación hacia el interés colectivo y 
eficiencia) (Stein y Tomassi, 2006). 
 
Por su parte, en el nivel medio las administraciones generan políticas sin un análisis completo de 
la problemática, situación que concibe soluciones parciales desprovistas de continuidad y 
solidez. Algunas de las políticas que implementan fallan o cambian cuando las circunstancias de 
su planeación sufren alguna modificación, por ejemplo, cuando hay recortes presupuestales. En 
este nivel se contemplan parcialmente los 6 aspectos claves, pero no se abordan de forma 
eficiente. 
 
Finalmente, en el nivel bajo se ubican aquellas administraciones que, a pesar de formular e 
implementar políticas públicas, se caracterizan por su inestabilidad, causada por la falta de 
armonía con los actores involucrados y el planteamiento de metas distantes de la realidad y el 
contexto. En este nivel, los 6 criterios son abordados superficialmente. 
 
Es así como la figura 11 resume el lugar que ocupa cada administración distrital en términos de 
las seis características objeto de estudio, empleando el análisis comparativo. Estas mediciones 
tienen como propósito captar aspectos de las políticas públicas de Bogotá de 1998 a 2015, en 







Figura 100. Índice general de las políticas públicas en materia de malla vial subsistema vial 
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Fuente: Elaboración propia basada en Stein y Tommasi (2006)  
 
 
Lo anterior se concluye de las seis características de las políticas públicas relacionadas. Al 
contrastarlas con lo implementado, en los periodos de gobierno analizados, se encuentra que 
guardan relación directa con el desarrollo de la ciudad, es decir, mientras mayor sea el nivel 
alcanzado por una administración en el índice de políticas, mejor será su desempeño en cuanto 
al desarrollo de la ciudad y calidad de vida de sus habitantes, lo que se traduce en buen gobierno. 
 
Para ello, se requiere una visión estratégica de mediano plazo que conjugue adecuadamente la 
dimensión política y la técnica en las políticas públicas. Por lo tanto, conviene institucionalizar 
una hoja de ruta para la gestión del gobierno, que se evalúe y actualice periódicamente. La 
función de análisis prospectivo debería convertirse en una rutina formal en la gestión del Poder 
Ejecutivo. Desde otro punto de vista, los ciudadanos deberían ser consultados rutinariamente 
sobre la calidad de la gestión pública y sus resultados. 
 
Principales problemas encontrados  
 
Las relaciones cotidianas entre la sociedad y el Estado toman forma de problemas y soluciones, 
o de demandas y ofertas (Easton, 2011) ante las cuales la administración debe proceder a 
analizar la naturaleza de estos para saber si merecen o no la inclusión en la agenda pública. 
En este punto, cuando hablamos de formación de la agenda se hace hincapié en dos cuestiones: 
la primera hace alusión a los asuntos que van a ser considerados problemas por el Gobierno 
para prestar atención especial y, en un segundo momento, cómo van a ser definidos tales 
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problemas (CEPAL, 2009). A partir de esto, el proceso a través del cual los problemas y 
cuestiones llegan a llamar la atención seria y activa del gobierno, como asuntos que las políticas 
públicas pueden abordar, se denomina agenda pública.  
En cuanto a los principales problemas que afronta la malla vial general en la ciudad, y que son 
parte de la agenda pública, se encontró la falta de un diagnóstico claro, real y comparable de la 
situación, como se evidenció en las figuras 7 y 9, respecto de la evolución de la malla vial en el 
periodo 1998-2015. 
Es así como la gestión y destinación de recursos para el mantenimiento, rehabilitación y 
recuperación de la malla vial de la ciudad, a través del tiempo, ha respondido de manera directa 
a la política en materia de movilidad de cada administración, dependiendo de los intereses 
políticos y, algunas veces, de estudios técnicos donde el monto se determina en el plan plurianual 
de inversiones, y es asociado a las metas físicas de cada plan de desarrollo.  
Los diferentes modelos teóricos presentan una serie de motivaciones de los dirigentes para la 
implementación de las políticas públicas.  Estas se refieren a la remuneración en dinero, temor 
a una sanción y el deseo de cumplir.  
No obstante, Sabatier y Mazmanian (1979, citado en Alcaldía Mayor de Bogotá (2009)) han 
precisado las condiciones necesarias para una implementación eficaz y eficiente de las políticas. 
El modelo involucra tanto aspectos del contenido material de la política como del contexto de los 
recursos disponibles para su implementación con el fin de maximizar las probabilidades de 
alcanzar los objetivos establecidos: 
1. El programa debe estar fundamentado en una teoría sólida, esto es, debe existir la 
causalidad entre el instrumento utilizado y los efectos deseados. Toda política pública 
está sustentada en una hipótesis. 
 
2. La decisión política debe contener directrices de actuación claras y estructurar el proceso 
de implementación de manera que maximice la probabilidad de que los destinatarios se 
comporten como está previsto. La implementación debe estar a cargo de entes que 
apoyan los objetivos de la Ley y que los consideran como altamente prioritarios, ya que 
la implementación de una ley necesita funcionarios que crean en ella, que se motiven por 
sus objetivos; la reglamentación de la política pública debe establecer una integración 
jerárquica en y entre los entes implementadores que minimice posibles bloqueos. Los 
responsables de los entes encargados de la implementación deben disponer de 
capacidades políticas y de gestión importantes, y sentirse comprometidos con los 
objetivos de la Ley. 
 
3. La política debe disponer de apoyo activo durante todo el proceso de implementación por 
parte de grupos organizados de electores y de algunos concejales indispensables.  
 





Para Bernal (2014), el corto plazo hace referencia al tiempo de una administración municipal y el 
largo plazo a tres administraciones consecutivas, por tanto, una vez adoptado el POT, con la 
aprobación del Concejo Municipal, se deben respetar sus lineamientos básicos a lo largo de tres 
periodos, luego de los cuales sí sería posible adoptar uno nuevo. Esta condición no impide que 
se puedan realizar modificaciones parciales, siempre y cuando no afecten los elementos 
centrales del plan inicialmente aprobado.  
Lo anterior resulta pertinente para evidenciar las problemáticas comunes en el momento de 
buscar la continuidad de políticas y programas en la administración de la ciudad. Adicionalmente, 
debe considerarse la premisa de Bernal (2014) de que los POT no son neutros, porque tienen 
efectos prácticos en materia de segregación socio espacial, precios del suelo urbano, dotación 
de infraestructuras urbanas y, en general, asociadas al reparto de las cargas y beneficios de la 
urbanización. De manera que, aunque es deseable la continuidad de las políticas, más allá de 
una sola administración municipal, sigue siendo necesaria la articulación entre planes sectoriales 
y espaciales, que genere eventualmente obstáculos y contradicciones. 
De igual forma, un plan urbano se debe realizar en concordancia con el plan nacional de 
desarrollo, buscando las sinergias para potenciar la utilización eficiente de los recursos. Esto 
debe partir de una lectura cuidadosa del plan de ordenamiento territorial vigente a fin de identificar 
las potencialidades y dificultades que permitan diseñar las estrategias para el correcto 
funcionamiento del plan urbano. En las diferentes administraciones de la ciudad, pareciera que 
las diferentes visiones sobre sectores particulares no buscaron la coordinación político-
administrativa a nivel territorial, dificultando su ejecución, particularmente en lo que se refiere al 
espacio urbano (González, et al, 2013). 
Por lo anterior, puede afirmarse que uno de los principales obstáculos para la ejecución de las 
políticas públicas en la ciudad es la armonización con el nivel nacional. Los alcaldes planean 
para un espacio determinado con una serie de demandas y conflictos característicos de una 
ciudad de las dimensiones de Bogotá, pero que, a veces, carece de herramientas para su 
instrumentalización en la práctica.  
El funcionamiento de las políticas públicas no se desconecta de la realidad de la ciudad, que 
responde a problemáticas ambientales, territoriales, sociales, económicas, políticas y 
administrativas que se han ido acumulando y agudizando a través de los años, demostrando la 
ausencia de un análisis sistémico del estado de la ciudad. Independientemente de la 
administración de turno y de su orientación política, es necesario que el planteamiento y 
ejecución de las políticas públicas esté acompañado de una reconstrucción y orientación de las 
estructuras básicas de Bogotá, entendidas dentro del marco de una región, que le permita 
responder a la realidad y a las demandas actuales. 
Frente a esta situación, es importante retomar una de las características de las políticas públicas 
señaladas por Stein y Tomassi, en relación con la estabilidad en el tiempo, permitiendo 
flexibilidad para realizar ajustes que contribuyan a su correcta implementación. En este sentido, 
es necesario fortalecer e integrar los programas distritales enfocados en obras y mantenimiento 
para lograr una articulación de todas las acciones dirigidas al mejoramiento de la ciudad, en 
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cuestión de transporte, y no crear programas aislados en tiempo y estrategia que puedan llegar 
a oponerse entre ellos.  
Para Fraser (2001), lo público no es un espacio que no esté permeado por la cultura, sino que, 
por el contrario, filtra y altera las afirmaciones que enmarca, e incluso puede acomodar algunos 
modos de expresión. La clase dirigente determinaría las características de la esfera pública que 
solamente da cabida a partidos políticos que pueden llegar a transformar las decisiones de la 
opinión pública. En este caso, es el Consejo de Bogotá el escenario donde se genera la 
controversia y donde se expone la agenda pública, dando forma a las decisiones de los 
gobernantes.  
Sin embargo, las instituciones deben trabajar dentro de un campo de acción determinado, donde 
resulta clave la legitimidad que tengan frente a la ciudadanía, partiendo del hecho de que las 
actuaciones del Estado no son coercitivas, sino, por el contrario, deben responder a diagnósticos 
sobre las necesidades de la sociedad, tal como sucede en el proceso de formación de las 
políticas públicas.  
La historia democrática de Bogotá da cuenta de la elección de alcaldes que han logrado traer 
desarrollo a la ciudad en diferentes aspectos, siendo todos ellos de corrientes políticas diferentes. 
Gilbert (2008) argumenta que el electorado bogotano ha elegido, consistentemente, alcaldes que 
se oponen al sistema político tradicional. Por ejemplo, Enrique Peñalosa ganó al postularse como 
candidato independiente, Luis Eduardo Garzón llegó con el apoyo del Polo Democrático; pero el 
mejor exponente de esta tendencia es Antanas Mockus, quien llegó a este cargo oponiéndose 
totalmente al sistema político y sin gastar dinero en campañas.  
El cambio de poderes entre el alcalde y el Concejo, que tuvo lugar en la década de los 90, le dio 
una mayor influencia al alcalde, disminuyendo el amplio poder de decisión que recaía en el 
Concejo. Por ejemplo, Antanas Mockus, durante su administración, se negó a negociar 
directamente con los concejales en lo que respecta a las políticas públicas para evitar deberles 
favores personales. En su primera administración, Enrique Peñalosa tuvo una relación más 
armónica con esta institución, y fue más exitoso el proceso de aprobación de proyectos de 
acuerdo. Por su parte, Luis Eduardo Garzón tuvo un mayor apoyo en el Concejo (El Tiempo, 
2005, citado en Gilbert (2008)), situación que no se dio en el periodo de Gustavo Petro. 
A las anteriores falencias es bueno adicionar que las intervenciones parecen estar encaminadas 
a hacer reparaciones locales y específicas, pero no se reflejan intervenciones a largo plazo que 
garanticen un mejor aprovechamiento de la infraestructura, e igualmente la transversalidad de 
los programas para que estos no se vean reducidos a las decisiones de cada administración.  
Esta situación incide de forma negativa cuando se incluye la problemática en la agenda pública, 
puesto que se busca darle un manejo a esta problemática, pero, ante la ausencia de cifras reales, 
las proyecciones de inversión suelen ser menores que las necesidades reales del problema o, 
como se observó en los informes de la Contraloría Distrital, las destinaciones presupuestales no 
se ejecutan según las necesidades y subsanan parcialmente el problema, sin contribuir 
eficazmente a su solución. 
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Cabe resaltar que, respecto al rubro presupuestal destinado para la malla vial arterial de la 
ciudad, se encontró que, con el pasar de las administraciones, este fue presentando una 
destinación presupuestal mayor que no influyó sustancialmente en el estado real de la malla vial 
arterial, situación que permite identificar que, si bien los recursos económicos cumplen un papel 
determinante en el ciclo de las políticas públicas, es aún más importante lograr darles un manejo 
adecuado a estos recursos. 
Figura 111. Recursos económicos destinados al subsistema vial 
 
Fuente: elaboración propia 
 
Esto coincide con el Conpes 3857, que sostiene que, al ser escasos los recursos, es fundamental 
hacer una priorización que identifique las características de la malla vial y que permita definir un 
esquema en donde se puedan priorizar las intervenciones. Se debe considerar el tipo y estado 
de la superficie y el grado de dificultad actual para el acceso a las zonas que cada tramo vial 
comunica. Además de la situación actual, este análisis deberá predecir la evolución de la 
infraestructura; cuantificar y calificar necesidades y beneficios; comparar y definir las alternativas 
de intervención y establecer las formas como deben ser contratadas.  
Finalmente, se encontró que, como consecuencia de las múltiples falencias administrativas que 
se reflejan en el mal estado de la malla vial de la ciudad y, por ende, en la afectación de la calidad 
de vida de los ciudadanos, a 2011 el Distrito afrontaba múltiples demandas por lesiones físicas 




























En este punto no solo existen demandas y condenas patrimoniales por el mal estado de la malla 
vial, sino también aspectos contractuales en los que se ve incursa la administración distrital por 
modificaciones, recibimiento a satisfacción de obras que no cumplen las especificaciones 
técnicas o incumplimiento a contratistas. 
La anterior afirmación encuentra soporte en que, según cifras oficiales, el IDU afrontó pleitos 
entre 1998 y 2011 que ascendían a $1.414 millones de pesos, mientras que el Distrito, como 
ente encargado de ejecutar y planear el cumplimiento de lo establecido en el plan de desarrollo, 
afrontó pleitos por mal estado de la malla vial por valor de $7.845 millones de pesos, y por 
sentencias condenatorias a causa de los huecos en Bogotá se pagaron  $625.945.240 y 
$1.020.103.186 millones de pesos, respectivamente. 
La situación no es muy alentadora, dado que, de 2012 a 2015 se interpusieron 94 demandas 
contra el IDU por accidentes ocurridos atribuibles al mal estado de la malla vial. De acuerdo con 
el director de Defensa Judicial del IDU, Harold Chaux, a 2015 esta entidad canceló 300 millones 
de pesos por concepto de sentencias condenatorias en firme. 
Es preocupante que no solamente el IDU y el Distrito asumen estas cargas, sino también la 
Unidad de Mantenimiento Vial, que, por ejemplo, a 2015, afrontaba pretensiones de 560 millones 
de pesos por concepto de cuatro procesos respecto del mal estado de la malla vial. 
 
Figura 12. Análisis de riesgo de los procesos activos  malla vial, IDU 
Fuente: Instituto de Desarrollo Urbano (IDU), Defensa Judicial, 2017 
 
Las anteriores cifras se tornan alarmantes si se considera que, para lograr el buen estado de 
toda la malla vial de la ciudad, se necesita una inversión de $11.7 billones (IDU, 2017), es decir, 
invertir cinco veces lo que se destina al mantenimiento vial en una administración distrital, 
presupuesto con el que la ciudad no cuenta (Contraloría, 2015c). 
El presupuesto para el pago de las obligaciones judiciales sale del fondo de contingencias que 
cada entidad pública está obligada a tener para el eventual pago de los procesos judiciales que 




Dicho fondo está constituido, según la Ley 448 de 1998, por aportes realizados por las entidades 
estatales, el presupuesto nacional y el distrital, los rendimientos financieros que generen sus 
recursos y la recuperación de cartera.  
Si bien por mandato legal deben existir estos recursos, la proporción que ha pagado el distrito se 
debería destinar para el mejoramiento de la malla vial y, así, dar una solución efectiva a la 
problemática, que con el pasar del tiempo se va a tornar insostenible fiscalmente, puesto que, 
como se observó en las figuras 7 y 9, la malla vial en Bogotá está en mal estado y es una situación 
presente en todas las localidades. 
En ese contexto la gobernabilidad y la eficiencia de las políticas públicas de la ciudad, con el 
paso del tiempo, están en cuestión; las dificultades que se presentan en temas como la ejecución 
presupuestal, la sostenibilidad de los proyectos y la respuesta de los ciudadanos evidencian que, 
en realidad, hay poca autonomía de las autoridades para convertir sus ideas en hechos.  
Inicialmente, esto puede atribuirse a la falta de técnicos que acompañen el proceso de planeación 
y ejecución de proyectos, así como a la falta de información actualizada y estudios que faciliten 
la toma de decisiones, y a la descoordinación de las diferentes entidades que participan en un 
proyecto (figuras 5 y 6). Estas condiciones se agudizan cuando la gestión parece recaer 
solamente en el alcalde mayor y en algunos funcionarios, evidenciando el deterioro de la relación 
con los ciudadanos, y la capacidad de la administración distrital para generar y desplegar sus 
políticas. 
El deterioro de la malla vial de la ciudad y la restricción presupuestal que en las diferentes 
administraciones se ha dado, han coincidido con la necesidad de replantear la estructuración del 
modelo de gestión de mantenimiento y rehabilitación del IDU para la atención de la malla vial y 
las funciones que desempeñan las entidades involucradas, toda vez que las principales falencias 
guardan relación con la poca autonomía que tiene el subsistema vial porque este es parte del 
factor movilidad, que es amplio y recibe un manejo diferente en cuanto a las medidas y 
presupuesto; además, se suma a la dificultad de integrar el trabajo desarrollado por las diferentes 
administraciones y, por ende, con contratistas, programas y vigencias que, en algunos casos, 
representan una carga administrativa para las entidades del Distrito. 
 
Conclusiones y recomendaciones 
 
La capital de la República de Colombia exige un mejoramiento estructural de la política pública 
de la malla vial arterial, particularmente en las decisiones tomadas por las diferentes 
administraciones distritales para el periodo estudiado, dejando en claro que la distinción de 
partido, tendencia o ideología política, en un primer momento, no influyó significativamente en la 
toma de decisiones y cumplimiento de metas de los Planes de Desarrollo Distritales, tomando en 
consideración que los gobiernos de derecha no centran toda su atención en megaobras ni en la 
atomización de los recursos del presupuesto para infraestructura, como tampoco puede 
enmarcarse a los gobiernos de izquierda únicamente en la consecución de políticas sociales y 
altruistas, alejadas de los temas de infraestructura.  
30 
 
De igual forma, se puede establecer que los gobiernos de derecha y de izquierda no fueron 
eficientes en la ejecución de recursos públicos para las metas de malla vial arterial desde el 
Instituto de Desarrollo Urbano (IDU), tal como se puede analizar en la figura 10 y en las tablas 
anexas n. ° 01, 02, 03 y 04. 
Figura 12. Análisis de metas establecidas en el Plan de Desarrollo vs ejecución, según informes de gestión 
 
Fuente: Elaboración propia 
a. En cuanto al periodo de gobierno de Enrique Peñalosa Londoño (1998-2000), se pudo 
determinar que el IDU, para el último año, tuvo una apropiación presupuestal inicial para 
el rubro denominado Recuperación y mantenimiento de la malla vial arterial cercana a los 
$162.963.000.000, pero, al final del periodo fiscal, solamente se ejecutaron recursos por 
valor de $38.232.371.229, debido a modificaciones presupuestales que trasladaron 
recursos a otros rubros por valor de $124.730.628.771, factor que incidió en el porcentaje 
de ejecución de la meta del Plan de Desarrollo Distrital. Acuerdo Distrital n. ° 06 de 1998, 
Artículo 19. Recuperar la malla vial en 1.300 km-carril, la cual se evaluó para el periodo 
de gobierno en un 58.38 % de cumplimiento con 759 km-carril atendidos. 
 
b. Del periodo de gobierno de Antanas Mockus (2001 -2003), se pudo determinar que el IDU 
tuvo una apropiación presupuestal inicial para el rubro denominado Recuperación y 
mantenimiento de la malla vial arterial cercana a los $216.473.105.728, pero, al final del 
periodo estudiado, únicamente se ejecutaron $191.212.397.202, debido a modificaciones 
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factor que incidió en el porcentaje de ejecución de la meta del Plan de Desarrollo Distrital. 
Decreto Distrital n. ° 440 de 2001, Artículo 40. c.2. Movilidad Inteligente, Mantenimiento 
de 500 km-carril de vías arterias, que se evaluó para el periodo de gobierno en un 
373.89% de cumplimiento con 2.047 km-carril atendidos. 
 
c. Con respecto al periodo de gobierno de Luis Eduardo Garzón (2004-2007), se pudo 
determinar que el IDU tuvo una apropiación presupuestal inicial para el rubro denominado 
Desarrollo y sostenibilidad de la infraestructura asociada a la red de centralidades 
cercana a los $968.623.685.558, pero, al final del periodo estudiado, solamente se 
ejecutaron $723.208.269.749, debido a modificaciones presupuestales que trasladaron 
recursos a otros rubros por valor de $245.415.415.809, factor que influyó en el porcentaje 
de ejecución de la meta del Plan de Desarrollo Distrital. Acuerdo Distrital n. ° 119 de 2004, 
en el cual se estableció, en su Artículo 15, metas del eje urbano regional. Red de 
centralidades distritales. Malla Vial Arterial: construcción y/o rehabilitación de 368 km-
carril y malla vial arterial: mantenimiento de 1.193 km-carril, que se evaluó para el periodo 
de gobierno en un 24.27% de cumplimiento en construcción y/o rehabilitación con 100.25 
km-carril y un 204.70% de cumplimiento en mantenimiento de 2.442 km-carril atendidos.  
 
d. En relación con el periodo de gobierno de Samuel Moreno Rojas (2008-2011), se pudo 
determinar que el IDU tuvo una apropiación presupuestal inicial para el rubro denominado 
Infraestructura para la movilidad cercana a los $2.742.017.566.000, pero, al final del 
periodo estudiado, sólo se ejecutaron $1.154.489.958.311, debido a modificaciones 
presupuestales que trasladaron recursos a otros rubros por valor de $1.587.527.607.689, 
factor que repercutió en el porcentaje de ejecución de la meta del Plan de Desarrollo 
Distrital. Acuerdo Distrital n. ° 308 de 2008, en el cual se fijó, en su Artículo 33. Metas de 
proyectos. Derecho a la ciudad. Sistema integrado de transporte público sectores 
relacionados: movilidad, planeación, hacienda. Malla vial arterial: Rehabilitación de 97.9 
km-carril y malla vial arterial: mantener 1.560,2 km-carril, que se evaluó para el periodo 
de gobierno en un 328.9% de cumplimiento en rehabilitación con 322 km-carril y un 
20.70% de cumplimiento en mantenimiento de 323 km-carril atendidos.  
 
e. En cuanto al periodo de gobierno de Gustavo Petro Urrego (2012-2015), se pudo 
determinar que el IDU tuvo una apropiación presupuestal inicial para el rubro denominado 
Desarrollo y sostenibilidad de la infraestructura para la movilidad cercana a los 
$3.009.518.126.000, pero, al final del periodo estudiado, únicamente se ejecutaron 
$1.906.702.649.181, debido a modificaciones presupuestales que trasladaron recursos a 
otros rubros por valor de $1.104.541.257.495, factor que tuvo consecuencias en el 
porcentaje de cumplimiento de la meta del Plan de Desarrollo Distrital. Acuerdo Distrital 
n. ° 489 de 2012, en el cual se determinó, en su Artículo 46. Metas de programas y 
proyectos del Plan Bogotá Humana. Meta eje 2. parte I, capítulo IV. Malla vial arterial en 
1.403,38 km-carril, discriminados en malla vial arterial: Rehabilitación de 62.04 km-carril 
y malla vial arterial: mantener 1.341,34 km-carril, que se evaluó para el periodo de 
gobierno en un 24,90% de cumplimiento en rehabilitación con 7.6 km-carril y de 






Figura 14. Análisis presupuestal comparativo de recursos apropiados vs ejecutados por administración distrital, según PREDIS 
  
Fuente: Elaboración propia 
 
De lo anterior se concluye que, salvo en la administración de Antanas Mockus, el incumplimiento 
de metas se reiteró, por la falta de ejecución de los recursos en las metas trazadas en el Plan de 
Desarrollo Distrital. Así mismo, se evidencia falta de planeación de las metas planteadas, debido 
a los recortes presupuestales estudiados y generados en las vigencias fiscales en el Instituto de 
Desarrollo Urbano (IDU). 
Finalmente, a modo de recomendación tanto para la actual Alcaldía como para las futuras 
administraciones, se considera pertinente emplear el modelo de implementación top-down o de 
arriba hacia abajo, caracterizado, según Mény y Thoening, por el hecho de que la administración 
realiza su tarea instrumental de transformar los objetivos en medios, sustituir la política por la 
técnica y los conflictos por las racionalidades gestionarías. 
Dicho enfoque considera los siguientes supuestos: 
 Los objetivos de las políticas públicas están definidos clara y consistentemente, lo que 
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 Las políticas públicas definen claramente los instrumentos de acción pública que se han 
previsto para cumplir con los objetivos propuestos. 
 Las políticas públicas se caracterizan por la existencia de una única reglamentación 
escrita. 
 Existe una cadena de implementación que empieza con un documento de política en la 
cima desde donde se desprenden las acciones de los actores de los otros niveles en 
orden descendente. 
De esta forma, se reconoce que, pese a la existencia de procesos de socialización y participación 
ciudadana en la formación de políticas públicas, las principales directrices se originan en un 
documento de política pública que da instrucciones a los diferentes niveles técnicos y 
administrativos para su debida implementación. 
Adicionalmente, este enfoque contempla que factores como el predominio de intereses 
particulares y las maquinarias partidistas hacen que en la ciudad no se realice una gestión con 
sentido público y con una perspectiva territorial. Por ejemplo, según información del 
Departamento Administrativo de Planeación Distrital, al comenzar el segundo año de gobierno 
de la administración Mockus, sólo el 30% de los proyectos del Plan Formar Ciudad tenía 
información respecto a la localización de los proyectos, su área de influencia y población objeto.  
Esto se traduce en una metropolización virtual de la gestión administrativa y financiera de las 
entidades distritales. Estas no tienen conciencia territorial de las dimensiones e impacto de las 
intervenciones que realizan. No hay sentido ni contenido de lo público. 
Sumado a lo anterior, no se deben descartar investigaciones futuras sobre la presencia de 
corrupción, que encuentra oportunidad en los constantes cambios de dirección y de visión de la 
ciudad, los cuales abren la brecha para que la corrupción aumente y los recursos no tengan un 
impacto en el bienestar social o en el interés general de la ciudadanía. 
Esto ha causado una presión social de los medios de comunicación, e incluso a través de los 
entes de control, casi de manera permanente, y ello dificulta la labor de la administración, pues 
esta ocupa la mayor parte de su tiempo atendiendo requerimientos en lugar de administrar.  Dicha 
situación se podría contrarrestar al formular una política de lucha contra la corrupción que articule 
claramente las acciones de las diferentes entidades comprometidas con el tema. 
Es concluyente, que los aspectos técnicos en la decisión de política púbica en malla vial no deben 
someterse a discusión de todos los actores de política que no tienen la idoneidad y/o perfil técnico 
para ello con el argumento de ser más “demócrata”, lo cierto es que desde arriba hacia abajo se 
deben tomar las decisiones técnicas y financieras con los competentes para ello teniendo en 
cuenta las necesidades de la comunidad que éstas si pueden ir desde abajo hacia arriba.  
Todo lo anterior, no puede ser si no se realiza una verdadera actividad de planificación como 
mecanismo para reducir la incertidumbre y la incoherencia entra las distintas políticas sectoriales 
para la malla vial troncal, intermedia, local y por supuesto la arterial con el fin de ser armonizadas 




Es precisamente, estos parámetros de coherencia y coordinación los que hicieron la diferencia 
en la administración Mockus, para tener una evaluación satisfactoria en la línea teórica de Stein 
y Tommasi que traen como consecuencia la ejecución y cumplimiento de un plan de desarrollo 
realizado técnicamente y de igual manera en atención a las orientaciones del interés público.  
En la construcción de un reconocimiento inicial de las condiciones reales de Bogotá y las 
demandas de sus ciudadanos, este enfoque servirá como diagnóstico o base para determinar la 
pertinencia de las funciones de las diferentes instituciones de gobierno, su relacionamiento y 
pertinencia, respondiendo a una serie de criterios que apunten a la eficiencia y gobernabilidad 
del territorio.  
Es importante indicar que la esencia de la gobernabilidad radica en la capacidad de un gobierno 
para formular e implementar decisiones públicas, ante la tensión entre demandas sociales y las 
respuestas públicas, esto es, entre necesidades y capacidades. Con respecto a estos temas, las 
diferentes administraciones, en el momento de realizar propuestas, deben responder a las 
causas objetivas de los diferentes problemas en la materia, sustentadas en el rigor técnico que 
resulta indispensable, guiándose por criterios que garanticen la optimización en la etapa de 
ejecución. 
En este aspecto sería conveniente institucionalizar, antes del diseño de las vías o de su 
intervención, el análisis específico y puntual de las características del territorio, que ofrecen 
variaciones que otorgan condiciones particulares a cada proyecto, es decir, estas deben ser 
evaluadas, según corresponda en cada caso, teniendo en cuenta el análisis de la demanda de 
los proyectos de infraestructura vial, en lugar de obedecer a priorizaciones políticas. 
Lo anterior se concluye en términos de gobernanza moderna, que implica una nueva manera de 
gobernar más cooperativa; ahora el vínculo debe ser de cooperación entre el Estado o la 
administración y la sociedad civil para la formulación de las políticas públicas. 
Es importante valerse de diversos escenarios y estructuras de coordinación horizontal entre 
diferentes actores tanto públicos como privados, en donde priman las relaciones informales y 
descentralizadas. 
Esto se logrará con el compromiso que las diferentes administraciones adquieran, reconociendo 
que los programas de mantenimiento y rehabilitación del pavimento son estratégicos, debido al 
acelerado deterioro por el tipo de servicio que presta, sumado a que su ejecución debe ser 
oportuna para para prolongar la existencia de la infraestructura. 
Lo anterior, teniendo en cuenta que, pese a que la voluntad política es clave en el tema vial de 
la ciudad, no puede dejarse de lado la necesidad de una unidad técnica dedicada a la 
conservación de las vías en buen estado, con programas eficaces con un modelo de gestión que 
permita tomar decisiones acertadas, gestionar recursos y priorizar vías. 
Por otra parte, esta unidad puede contribuir a centralizar los aspectos administrativos de la 
conservación de las vías, dado que entidades como el IDU y la Unidad de Mantenimiento Vial no 
siempre trabajan de manera coordinada con las alcaldías locales.  
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En Bogotá el principal problema no es la ausencia de vías, sino la falta de una proporcionalidad 
entre el tamaño de las vías y el volumen de vehículos que las utilizan. Cerca del 20% de la zona 
urbana está destinada a vías, un porcentaje superior a la presentada en ciudades como Río de 
Janeiro, Sao Paulo, Ciudad de México, Madrid, entre otras. Por lo tanto, si la ciudad lograra 
optimizar la red vial secundaria y terciaria existente, se reduciría el total de vías que requieren 
rehabilitación y, eventualmente, existiría la posibilidad de reciclar espacio vial para peatones y 
ciclistas. 
La vinculación de la ciudadanía es clave, por tanto, resulta pertinente realizar campañas 
pedagógicas para que los bogotanos aprovechen y usen las vías correctamente, y conozcan la 
regulación, por ejemplo, respecto a las restricciones de paso para transporte de carga pesada, 
las vías exclusivas para buses o para automóviles, etc.  
Finalmente, el modelo ideal es que todo proyecto de infraestructura vial urbana que se quiera 
ejecutar en Bogotá responda no solo a un modelo de movilidad, sino a un modelo de ciudad, que 
se organice a partir de los sistemas estructurantes del territorio y busque armonización con la 
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